
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO / TÍTULO VALOR EN BLANCO / CARGA PROBATORIA DEL DEUDOR / DEMOSTRAR QUE LO FIRMÓ EN BLANCO Y QUE NO SE LLENÓ CONFORME A SUS INSTRUCCIONES / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / ENTRE LA DEMANDA, SU RESPUESTA Y LA SENTENCIA / TESTIGOS DE OÍDAS / ERRADA VALORACIÓN PROBATORIA.
Escuchado el audio que contiene la audiencia en la que se dictó el fallo respectivo, surge evidente que el juzgado no analizó lo relacionado con la firma en blanco del referido documento, lo que resultaba importante en razón a que constituye uno de los supuestos sobre los que se edificó la excepción que declaró probada. Además, porque al fijar el litigio, se expresó que era ese hecho que debía probarse. (…)
Conforme a esa disposición (artículo 522 del Código de Comercio), está facultado cualquier tenedor legítimo para llenar un título valor con espacios en blanco, de acuerdo con las instrucciones del suscriptor, antes de ser presentado para su cobro. Si se trata de acreditar que el tenedor no se sujetó a esas pautas, corresponderá a quien lo alega demostrarlo…
El juzgado, al analizar la prueba testimonial, empezó diciendo que si bien por su cercanía y condición de familiaridad, los testigos podrían ver comprometida su imparcialidad, esas condiciones les permiten tener información de primera mano respecto a la negociación subyacente para la creación de la letra de cambio y con fundamento en sus dichos consideró que no es el demandante acreedor de la demandada y por tanto, tampoco está legitimado por activa…
El apoderado del actor no está de acuerdo con esa apreciación probatoria, pues ninguno de los deponentes estuvo presente al momento en que se suscribió el título valor y narraron lo que les informó la propia demandante. Y en eso tiene razón. (…)
… surge evidente que ninguno de los deponentes presenció el momento en que la ejecutada suscribió la letra de cambio sobre la que se edificó la ejecución, y que haya sido firmada en blanco fue circunstancia de la que se enteraron todos por comentarios de la misma señora. Son pues testigos de oídas, que nada con grado de verosimilitud transmiten.
Aunque no lo dice expresamente el fallo, parece que se encontraron indicios en contra del demandante porque entregó en efectivo la suma cuyo pago demanda; no realizó transacción bancaria alguna; la tenía en un apartamento y no demostró su capacidad económica.

El artículo 281 del CGP que consagra el principio de congruencia, dice que la sentencia debe estar en consonancia con los hechos y las pretensiones de la demanda y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. (…)

Al proponer la excepción que declaró probada el juzgado, no controvirtió la parte demandada la falta de capacidad económica en el demandante para prestarle la suma de dinero; ni la ausencia de movimientos bancarios; ni su supuesta entrega en efectivo; tampoco lo relacionado con el hecho de haberla tenido en un apartamento, en efectivo. Por ello, sobre esos asuntos no ha debido pronunciarse el juez.
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RESUMEN HECHOS DEMANDA: (F 4 y ss, C 1) La demandada aceptó a favor del demandante una letra de cambio por $180.000.000, el 6 de febrero de 2015 y no ha realizado el pago.
PRETENSIONES: Librar orden de pago a cargo de la primera y a favor del segundo por esa suma; sus intereses corrientes desde el 10 de enero de 2008 y el 6 de febrero de 2015 y los moratorios a partir de esta última fecha y las costas del proceso.

MANDAMIENTO EJECUTIVO: Se libró el 4 de septiembre de 2017 por el capital e intereses moratorios. Esta Sala los extendió a los causados durante el plazo, con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora.

PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: (F 27 y ss, C 1)  Por medio de su apoderado, respondió los hechos de la demanda, los que negó aduciendo que no giró la letra de cambio; no se obligó, no otorgó su consentimiento. Como excepciones  de fondo propuso las de  falta de causa legitima en el origen del título o inexistencia del negocio jurídico como causa; tacha de falsedad de la letra de cambio; no haber sido la demandada quien suscribió el título; omisión de los requisitos que el título debe contener; improcedencia de la acción cambiaria; ausencia de consentimiento, carencia absoluta del derecho por parte del demandante, ilegitimidad del tenedor del título, mala fe del demandante, la acción que se ejerce constituiría un actuar delictual que podría materializarse en dos tipos penales a saber: falsedad en documento privado y fraude procesal.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: se dictó el 18 de octubre de 2018. En ella se declaró probada la excepción de  falta de causa y se dispuso cesar la ejecución; se levantó la medida previa decretada y se condenó al demandante a pagar las costas y perjuicios causados. (Se les entrega copia).

APELACIÓN: El demandado impugnó el fallo. (Se entrega copia del documento que contiene los reparos)
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:  
Se procede a dictar sentencia de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandante,  frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 18 de octubre de 2018, en el proceso ejecutivo instaurado por Álvaro Cruz Santamaría contra Nydia Cruz Santamaría.
CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar la validez de lo actuado. De otro lado, demandante y demandada están legitimados en la causa, como acreedor y deudora, en su orden, del título valor aportado como recaudo ejecutivo, de acuerdo con su tenor literal.
2. Se  recuerda que con la acción propuesta, pretende el demandante obtener el pago de la suma de $180.000.000; la demandada propuso varias excepciones, de las cuales declaró probada el juzgado la de  falta de causa y dispuso cesar la ejecución, levantar la medida previa decretada y condenar al actor a pagar las costas y perjuicios causados. Inconforme con esa providencia, la impugnó la parte a quien resultó adversa.

3. De acuerdo con los argumentos planteados al sustentar el recurso de apelación, corresponde a esta Sala establecer si el juzgado de primera sede declaró próspera la excepción de falta de causa, sin prueba que acredita su configuración.

4. El artículo 619 del Código de Comercio, define los títulos valores diciendo que "son documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora" y el 626 dice que el suscriptor de un título quedará obligado conforme al tenor literal del mismo, a menos que firme con salvedades compatibles con su esencia.

De conformidad con esas disposiciones, son características de esa clase de documentos, la legitimación, literalidad, autonomía e incorporación, sin que por tanto, se requiera de alguna otra prueba para demostrar el derecho que con fundamento en ellos se pretenda hacer valer.

5. Aduce el recurrente que en la sentencia no se consideró probado que la demandada haya firmado en blanco la letra de cambio aportada como recaudo ejecutivo, a pesar de que así lo dijo al sustentar la  excepción que denominó falta de causa legítima en el origen del título o inexistencia del negocio jurídico, y aunque al fijar el litigio se indicó que ese hecho debía probarse. Considera importante hacerlo,  pues no de otra forma su tenedor podía cumplir con las supuestas instrucciones que la accionada dice le impartió para llenarlo. Alega que no demuestra el hecho de que se trata el dictamen pericial practicado en el curso del proceso, ni los testimonios escuchados.
También adujo que no se probó que el origen de la letra de cambio haya sido aquel que invocó la demandada; que se le sorprendió con un argumento que no fue planteado por el extremo pasivo: la falta de capacidad económica para otorgar el préstamo; estima indebida la valoración de una declaración rendida extraprocesalmente por la ejecutada y critica la poca importancia que se le dio al hecho de que la misma señora no acreditara ser propietaria de ninguno de los tres vehículos de los que afirma fue titular, para efectos de demostrar la génesis de aquel título valor.
Considera la Sala:

Al sustentar la excepción que declaró probada el juzgado, relató la ejecutada que firmó en blanco la letra de cambio que sirve de fundamento a la ejecución, con el fin de que el demandante, su hermano, la utilizara en el evento de que fuera necesario embargar y secuestrar el vehículo Subaru de placas  ARL-935, que había vendido, sin que el nuevo propietario hubiese legalizado la tradición en el registro de automotores y ante los riesgos de tal situación, por ejemplo, de producirse accidentes de tránsito con lesiones personales, cometerse delitos y no pagarse los impuestos, todo lo cual podía afectar su patrimonio. Además, a ello se procedió como una forma de presionar al verdadero propietario, para que hiciera el traspaso. Así, concluye la demandante que no celebró con el demandado ningún negocio jurídico que diera origen al referido título valor.
Escuchado el audio que contiene la audiencia en la que se dictó el fallo respectivo, surge evidente que el juzgado no analizó lo relacionado con la firma en blanco del referido documento, lo que resultaba importante en razón a que constituye uno de los supuestos sobre los que se edificó la excepción que declaró probada. Además, porque al fijar el litigio, se expresó que era ese hecho que debía probarse. 

Esa omisión la suplirá este tribunal, que analizará también lo relacionado con su génesis, pues concluyó el funcionario de primera instancia que la demandada demostró las características particulares del negocio subyacente, al que hizo alusión en el escrito de excepciones y así declaró probada la de inexistencia del negocio causal, con una valoración probatoria que no comparte el ejecutante. 
5.1 El artículo 622 del Código de Comercio dice: “Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los  haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora. Una firma puesta sobre un papel en blanco,  entregado por el firmante para convertirlo en un título valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo…”.
Conforme a esa disposición, está facultado cualquier tenedor legítimo para llenar un título valor con espacios en blanco, de acuerdo con las instrucciones del suscriptor, antes de ser presentado para su cobro. Si se trata de acreditar que el tenedor no se sujetó a esas pautas, corresponderá a quien lo alega demostrarlo. Sobre el tema ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia: 

“[s]e admite entonces de manera expresa la posibilidad, por cierto habitualmente utilizada, de crear títulos valores con espacios en blanco para que, antes de su exhibición tendiente a ejercer el derecho incorporado, se llenen o completen por el tenedor de conformidad con las órdenes emitidas por el suscriptor. Ahora, si una vez presentado un título valor, conforme a los requisitos mínimos de orden formal señalados en el Código de Comercio para cada especie, el deudor invoca una de las hipótesis previstas en la norma mencionada [artículo 622 del Código de Comercio] le incumbe doble carga probatoria: en primer lugar, establecer que realmente fue firmado con espacios en blanco; y en segundo, evidenciar que se llenó de manera distinta al pacto convenido con el tenedor del título. Lo anterior aflora nítido si se tiene en cuenta, conforme a los principios elementales de derecho probatorio, que dentro del concepto genérico de defensa el demandado puede formular excepciones de fondo, que no consisten simplemente en negar los hechos afirmados por el actor, sino en la invocación de otros supuestos de hecho impeditivos o extintivos del derecho reclamado por el demandante; (…) adicionalmente le correspondería al excepcionante explicar y probar cómo fue que el documento se llenó en contravención a las instrucciones dadas (Se trata de una sentencia del 30 de junio de 2009, en proceso con radicación  01044-00,  reiterada en la sentencia STC1115-2015 y en la SC16843-2016 del 23 de noviembre de 2016).
Correspondía entonces a la ejecutada aportar los elementos de juicio suficientes para demostrar, como lo alega, que entregó la letra de cambio que se cobra por medio de esta ejecución, con su sola firma; además que no se llenó conforme a las pautas convenidas, pues de acuerdo con los principios de incorporación, literalidad, legitimación y autonomía que caracterizan los títulos valores, para ejercer la acción cambiaria no requiere el acreedor aportar documento diferente al que contiene la obligación por la que se ejecuta.

El juzgado, al analizar la prueba testimonial, empezó diciendo que si bien por su cercanía y condición de familiaridad, los testigos podrían ver comprometida su imparcialidad, esas condiciones les permiten tener información de primera mano respecto a la negociación subyacente para la creación de la letra de cambio y con fundamento en sus dichos consideró que no es el demandante acreedor de la demandada y por tanto, tampoco está legitimado por activa; también, que carece de causa el título valor que le sirve de fundamento a la ejecución, lo que resulta suficiente para enervar la totalidad de las pretensiones.

El apoderado del actor no está de acuerdo con esa apreciación probatoria, pues ninguno de los deponentes estuvo presente al momento en que se suscribió el título valor y narraron lo que les informó la propia demandante. Y en eso tiene razón. En efecto: 
Miguel Antonio Guayambuco Mora (00:44:50 – 00:51:38), contador de la demandada, dijo que en sus declaraciones de renta, desde el año 2008, nunca ha incluido pasivo por la suma de $180.000.000, pero que según se lo comentó la citada dama, había negociado unos carros con el demandante, para actualizar modelos, entre ellos, con una camioneta Subaru; como el nuevo propietario nunca apareció y  los impuestos seguían llegando a su nombre, para obtener que lo hiciera, firmó una letra con el fin de embargar el automotor.

Ana Lilia Hernández Santamaría (00:51:37 – 01:15:30),  hermana de las partes en el proceso, dijo que la demandada le firmó una letra en blanco a su hermano Álvaro, “para los impuestos de un carro que estaba a nombre de mi hermana Nydia y para eso fue que se firmó la letra, para los impuestos de un carro que mi hermana no tenía que ver nada ya con ese carro, y se le estaban cobrando a ella los impuestos del carro, para eso se firmó”, de lo que se enteró porque la demandada lo mencionó y porque la acompañó a Armenia a pagarlos, a pesar de que no tenía la posesión de ese vehículo.

Franci Elena Hernández Santamaría (01:15:49 – 01:29:26), también hermana de las partes, dijo que sabía de la existencia de una letra desde hace más de 15 años, firmada por Nydia, porque ella compró un carro, como le generaba muchos gastos, le pidió el favor al demandante que se lo ayudara a vender; lo hicieron, pero el comprador no realizó el trámite relacionado con el traspaso de la propiedad; así surgió la letra, la solicitó el demandante “para que él le aclarara o trataran de localizar a la persona que tenía el carro para que tomara posesión total de ese artículo y él fuera el que empezara a pagar todos sus impuestos y todos sus gastos generados por dicho carro. Eso es lo que yo sé de esa letra, el motivo por el que existe, y se hizo para tramitar eso, para tramitar esas vueltas, mas no para ningún otro objetivo diferente.” De eso se enteró por comentarios de su hermana Nydia, porque empezaron a llegarle cobros de los impuestos del vehículo y tuvo que viajar desde Bogotá varias veces a pagarlos.

Juan Carlos Arango Trujillo, excompañero marital de la demandada, conoce al demandante hace 25 porque fue su cuñado, con quien  no sostiene relación alguna desde hace 16 o 17, cuando se radicó en New York. Afirmó que la primera  firmó una letra en blanco al segundo, no estuvo presente para cuando eso ocurrió, pero  tal como aquella se lo informó, hubo un problema en relación con un carro Subaru y el actor le pidió que “le firmara una letra en blanco para poder encontrar al señor, fue por un problema de una carro, un Subaru…” .
Vilma del Socorro Hernández Santamaría (01:39:11 –01:52:59) dijo que su hermana Nydia firmó al demandante una letra de cambio en blanco, la que requería  para hacer una demanda contra la persona dueña de un carro, porque los impuestos del vehículo se los estaban cobrando a ella, de lo que se enteró por comentarios de la misma señora y porque la acompañó a Armenia a hacer una diligencia a ver si podía solucionar el problema de tales impuestos.

Claudia Patricia Llano Agudelo (01:53:24 – 02:04:38) dijo que es amiga de la demandada hace 27 años; no estuvo presente cuando esta firmó la letra de cambio por la que se le ejecuta, pero en términos generales dijo que lo hizo en blanco, a petición de Álvaro, con la finalidad de embargar un vehículo Subaru que aparecía a su  nombre, a pesar de que lo había negociado y empezaron a cobrarle los impuestos, sin que apareciera el dueño y con la finalidad de recuperar esa plata, pero al final terminó pagándolos. Dijo que además le parece extraño la existencia de la acreencia cuando fue la demandada quien pagó deudas al demandante, por medio de un secuestre, con su trabajo en la finca de propiedad del último, la que tuvo embargada.

Leonardo Fabio España Baquero (02:04:43 – 02:13:06) yerno de la demandada, dijo que no tiene conocimiento del crédito por el que se le ejecuta; su suegra es una persona muy correcta y mantiene todas sus deudas y sus cosas al día, entonces cree que nunca existió. Según se lo informó la misma señora, le firmó al demandante una letra de cambio en blanco por el  tema del traspaso de un carro.

Del anterior resumen, surge evidente que ninguno de los deponentes presenció el momento en que la ejecutada suscribió la letra de cambio sobre la que se edificó la ejecución, y que haya sido firmada en blanco fue circunstancia de la que se enteraron todos por comentarios de la misma señora. Son pues testigos de oídas, que nada con grado de verosimilitud transmiten.

Tampoco demuestra el hecho de que se trata el dictamen pericial practicado en el curso del proceso, pues el experto que lo elaboró solo concluyó que no fue la demandada quien diligenció los espacios del documento que aceptó, mas no que hubiese tenido espacios en blanco al momento de suscribirlo. Sobre ese aspecto ninguna mención contiene ese trabajo.

Ni se obtuvo la confesión del demandante, pues este, en el interrogatorio absuelto, sostuvo que fue un contrato de mutuo el que dio origen a la existencia de la letra de cambio que le sirve de fundamento a la ejecución.

5.2 A la parte demandada también correspondía demostrar los hechos relacionados con el origen de la letra de cambio, pues en ellos sustentó sus excepciones. Así lo dijo la Corte Constitucional en sentencia T-310 de 2009, citada por el impugnante, que sirve como criterio auxiliar:
“… si el deudor decide presentar excepciones en contra del mandamiento ejecutivo, fundadas en asuntos derivados del negocio subyacente, tiene la carga de probar cómo esos asuntos inciden en la exigibilidad del crédito incorporado al título valor.  Ello por una razón simple: la obligación crediticia está contenida en el título valor de forma autónoma y literal, por lo que, prima facie, faculta al acreedor cambiario para exigir su pago al deudor.  Considerar lo contrario, esto es, que la simple declaración del deudor sobre el no pago del importe lo exime de probar la incidencia del negocio subyacente en la exigibilidad de las obligaciones del título valor, trasladándose dicha carga al acreedor, desconocería la naturaleza jurídica esencial de la acción cambiaria.  En efecto, esta acción parte de reconocer la existencia de un documento que incorpora autónomamente un derecho de crédito –título valor– que resulta exigible por parte de su tenedor legítimo en contra del obligado cambiario.  Por ende, la exhibición del título, aunada al cumplimiento de la ley de circulación, son suficientes para lograr la exigibilidad de la obligación cartular.  Si se llegare a concluir que es al acreedor al que le corresponde probar el perfeccionamiento del negocio subyacente, ya no podría predicarse la existencia de un proceso de ejecución, sino de uno de carácter declarativo.  Profundo desquiciamiento de la naturaleza jurídica de los procesos y de la noción de lo que es una negación indefinida, como adelante explicará la Corte…”
En el caso que se examina, la prueba testimonial tampoco acredita que la letra de cambio aportada como título ejecutivo tuvo por causa aquella a que se refiere la demandada en el escrito de excepciones, pues aunque todos los deponentes la mencionaron, de ella, dicen, se enteraron por comentarios de la misma dama. Sobre ese hecho también son testigos de oídas que nada con grado de certeza transmiten.

Como prueba de la excepción se refirió el juzgado al interrogatorio absuelto por el demandante, respecto del cual dijo que no fue responsivo, pues se limitó a afirmar o negar aquello que se le preguntaba, sin ofrecer detalles de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habían ocurrido los hechos; consideró inverosímil su versión en cuanto dijo que había llevado la suma de $180.000.000 de manera personal a la demandante, sin que exista una transacción bancaria que corrobore su entrega o retiro; no creíble que tal cantidad sea guardada en un apartamento y concluyó que no demostró el citado señor tener liquidez suficiente para prestarla. 

Tal análisis no lo comparte la Sala. En efecto, el artículo 203 del CGP que regula lo relacionado con la práctica del interrogatorio, dice que tratándose de preguntas asertivas, la contestación debe limitarse a negar o a afirmar la existencia del hecho preguntado, aunque el interrogado podrá adicionarla con las explicaciones que considere necesarias. De manera que no tenía el demandante la obligación de adicionar sus respuestas, ofreciendo los detalles que echa de menos el juzgado.
Aunque no lo dice expresamente el fallo, parece que se encontraron indicios en contra del demandante porque entregó en efectivo la suma cuyo pago demanda; no realizó transacción bancaria alguna; la tenía en un apartamento y no demostró su capacidad económica.

El artículo 281 del CGP que consagra el principio de congruencia, dice que la sentencia debe estar en consonancia con los hechos y las pretensiones de la demanda y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. Sobre ese principio dijo la Sala de Casación Civil de la CSJ, aunque refiriéndose al artículo 305 del CPC que lo consagraba en términos semejantes:

“Es fundamento constitucional que las actuaciones judiciales se adelanten con plena observancia del debido proceso a fin de hacer efectivo el derecho de defensa; cuando se presenta una alteración al derecho de contradicción, por desviarse la decisión de la esencia del debate procesal planteado, se incurre en el vicio de incongruencia contemplado en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil…
Principio procesal que gobierna las sentencias judiciales al establecer el marco decisorio en que podrá ondearse el juzgador, fijando los límites de su decisión. Esta Corporación ha dicho:
Los hechos y las pretensiones de la demanda, y las excepciones  del demandado , trazan en principio los límites dentro de los cuales debe el juez decidir sobre el derecho disputado en juicio; por consiguiente, la incongruencia de un fallo se verifica mediante una labor comparativa entre el contenido de lo expuesto en tales piezas del proceso y las resoluciones adoptadas en él, todo en armonía con el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil; de ese modo se podrá establecer si en verdad el juzgador se sustrajo, por exceso o por defecto, a tan precisas pautas. (SC de 6 de jul. de 2005, Rad. 5214-01).
Consecuente con ello, la incongruencia se presenta cuando el juzgador decide sobre puntos ajenos a la controversia, deja de resolver los que sí lo fueron, realiza una condena por objeto distinto del pretendido o por causa diferente, o más allá de lo pedido, o no se pronuncia sobre alguna de las excepciones de mérito, cuando es del caso hacerlo o sea procedente su declaración oficiosa...”  (Sentencia SC5635-2018 del 14 de diciembre de 2018, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco).

Al proponer la excepción que declaró probada el juzgado, no controvirtió la parte demandada la falta de capacidad económica en el demandante para prestarle la suma de dinero; ni la ausencia de movimientos bancarios; ni su supuesta entrega en efectivo; tampoco lo relacionado con el hecho de haberla tenido en un apartamento, en efectivo. Por ello, sobre esos asuntos no ha debido pronunciarse el juez.

Como lo hizo, desconoció el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, el que como fundamental se encuentra establecido en el artículo 29 de la C.N., al privarlo de ejercer su derecho de defensa y sorprenderlo con argumentos que no fueron planteados por la ejecutada al formular la excepción. 
Critica también al apoderado del demandante la valoración probatoria que se hizo a una declaración rendida extraprocesalmente por la demandada ante la Notaría 77 del Circulo de Bogotá, en la que afirmó que en el año 2003 vendió el vehículo Subaru de placas ARL 935, desconoce al propietario “ya que fue con traspaso abierto”, ha tratado de localizarlo para finiquitarlo, pero le ha sido imposible y hubo de responder por los impuestos, a pesar de que no le pertenece. (Folio 60, C 1).
El juzgado negó trascendencia a esa prueba porque de ella no podía definirse quién  había celebrado la negociación del automotor y se rindió con la finalidad de obtener la cancelación de su registro, de acuerdo con las versiones vertidas en el proceso. 

El demandante considera que con tal prueba se demostraba que la venta del automotor a que se hace referencia, la hizo directamente la demandada y no su hermano, el aquí demandante y califica la apreciación probatoria que hizo el despacho de primer nivel como  arbitraria, extralimitada e insustentable.
Para la Sala, como lo sostiene el impugnante, de ese documento no puede inferirse que la declaración rendida por la demandada haya tenido como finalidad cancelar el registro del vehículo a que se refiere y tampoco dijo el funcionario de primer grado cuáles versiones demuestran hecho como ese.

Sin embargo, en la afirmación que hizo la citada señora, en el sentido de haber vendido el automotor, no puede encontrarse la prueba del hecho que estima demostrado el demandante, por su naturaleza equívoca, pues no descarta que haya acudido a su hermano para perfeccionar ese negocio.  De todos modos, que se haya hecho de una u otra forma, carece de incidencia para definir la cuestión sin otras pruebas que demuestren cuál fue la causa que dio origen a la letra de cambio por la que se ejecuta.

Lo mismo se predica del reparo formulado, en el sentido de haberse restado importancia al hecho de que no acreditó la demandada ser propietaria de los tres vehículos a que se refirió al formular las excepciones, para justificar el origen de la letra de cambio.

Aunque en el escrito respectivo se refirió la demandada a tres vehículos de los que dice fue propietaria, en este caso interesa analizar tal derecho respecto del vehículo Subaru de placa ARL 935, de acuerdo con el relato fáctico sobre el que fundamentó la excepción que declaró probada el juzgado. 
En el expediente brilla por su ausencia la prueba de ser la ejecutada propietaria inscrita de ese automotor en la forma como lo prevé el artículo 2º de la ley 769 de 2002, pero de esa omisión no puede inferirse que no lo sea. Además, como en este caso no se controvierte el derecho de dominio sobre ese bien, a juicio de la Sala, otras pruebas permiten inferir aquel hecho, como la autorización para traspasarlo a su nombre, que le otorgó el Instituto Departamental de Tránsito del Quindío, el 27 de noviembre de 2002 y la orden de pago que se libró en su contra por la Secretaría de Hacienda de Armenia, el 29 de julio de 2008, por concepto de los impuestos de ese bien, correspondientes a los años gravables “2003, 2005”, de acuerdo con los documentos que se aportaron con el escrito de excepciones. (F 41 y 52, C 1).
De todos modos, como no se demostró la causa que dio origen a la creación del título valor tantas veces citado, resulta intrascendente, para definir la cuestión, la ausencia de prueba del hecho a que se refiere el impugnante.
6. En conclusión, ante la ausencia de prueba que acredite que la demandada firmó en blanco la letra de cambio aportada con la demanda y que el origen hubiese sido embargar el vehículo Subaru, de placa ARL 935 de ser necesario para proteger el patrimonio de la demandada, la excepción de que se trata no estaba llamada a prosperar.

7. En esas condiciones, de acuerdo  con el inciso 3º del artículo 282 del CGP, sería del caso analizar las demás excepciones de fondo propuestas por la ejecutada. Empero, todas ellas se sustentan en las circunstancias de haber firmado en blanco la letra de cambio aportada como recaudo ejecutivo; en la causa que le dio origen y por ende, en no deber suma alguna al demandante, todo lo cual, como se ha dicho, se quedó sin prueba en el plenario.
Es menester agregar que la de tacha de falsedad del título valor aportado como fundamento de la ejecución, se sustentó además en el hecho de no haber sido la demandada quien llenó sus espacios, aunque acepta que lo firmó. Al respecto no hubo controversia en el proceso, pues aceptaron las partes tal situación, de la que además dio cuenta el peritaje que se incorporó a la actuación (F 107 a 117, C 1) y que por aquella razón no fue ratificado.
Sin embargo, ese hecho no demuestra la falsedad del referido documento, pues cualquier persona puede llenar los espacios de un título valor y en el caso bajo estudio, no se demostró hecho alguno del que pueda inferirse que fue adulterado.
Así las cosas, ninguna de las excepciones de fondo propuestas está llamada a prosperar y así se declarará.

7. De acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, se concluye que al no demostrarse que el documento en que se sustenta la ejecución fue firmado en blanco, ni que carece de causa, debe estarse a lo que en él se consigna para rendir tributo a los principios que caracteriza los títulos valores y que se mencionaron en otro aparte de esta providencia.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN 

Se revocará la sentencia que se revisa; en su lugar se ordenará seguir adelante la ejecución en la forma dispuesta en el auto que libró el mandamiento de pago y en el que lo revocó parcialmente por este tribunal, para incluir los intereses de plazo; se dispondrá que en su oportunidad, se practique el avalúo y posterior remate del bien embargado y de los que posteriormente se llegaren a embargar, y practicar la liquidación del crédito; las excepciones de fondo propuestas se declararán no probadas.

La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:

1º REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 18 de octubre de 2018, en el proceso ejecutivo instaurado por  Álvaro Cruz Santamaría contra Nydia Cruz Santamaría.

2º Se ordena seguir adelante la ejecución en la forma indicada en el auto que libró la orden de pago y en el que lo revocó parcialmente por este tribunal, para incluir los intereses de plazo causados sobre el capital adeudado.

3º Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas por la demandada.

4º Esta pagará el valor de las costas causadas en ambas instancias, a favor de la parte demandante, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, por el juzgado de primer nivel, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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